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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
[bookmark: _Hlk143780582]CONTRATO ESTATAL – Ejercicio – Funciones de control y vigilancia

A través de la actividad contractual, el Estado adquiere bienes, obras y servicios para cumplir los fines que le impone el ordenamiento jurídico, garantizando así la continua y eficiente prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los administrados. Para la garantía de los fines de interés general, involucrados en la contratación de las entidades estatales, el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública –en adelante EGCAP– dispone que, en la etapa de ejecución del contrato, las entidades estatales y los servidores públicos que participan en ella tienen la obligación de controlar y vigilar la correcta ejecución del objeto contratado. Lo anterior busca que las finalidades perseguidas con la celebración de los contratos estatales se logren de manera satisfactoria.

El seguimiento de la ejecución del contrato para la dirección, control y vigilancia de su correcto cumplimiento es un deber legal que permite a las entidades estatales tomar medidas orientadas a la satisfacción de los fines de la contratación. Por esto, el EGCAP alude a la obligación mencionada, que guarda relación con el principio de responsabilidad que rige la celebración y ejecución de los contratos estatales. Así, por ejemplo, los artículos 4, 5, 12, 14 y 26 de la Ley 80 de 1993 consagran normas relacionadas con el control y vigilancia de la ejecución de los contratos estatales. Estas disposiciones establecen, entre otros aspectos, la obligación de las entidades estatales de velar por el correcto y oportuno cumplimiento de las prestaciones del contrato, las especificaciones de los bienes, obras y servicios objeto de este, y las condiciones de calidad ofrecidas, entre otras. Esta obligación se predica, en principio, del jefe o representante legal de la entidad, por tener la responsabilidad de la dirección y manejo de la actividad contractual, pero también de los servidores públicos que intervienen en ella. En ese sentido, las entidades estatales deben ejercer el control de la ejecución del contrato y, de ser el caso, tomar medidas para exigir el adecuado cumplimiento.

CONTRATO ESTATAL – Supervisión – Interventoría – Características 

Sin perjuicio de lo anterior, según lo expresado por esta Agencia en el concepto No. 4201913000008240 del 20 de diciembre de 2019 y en el concepto C-972 de 2024, de las disposiciones contenidas en los artículos 83 y 84 de la Ley 1474 de 2011, se infieren las siguientes características de la supervisión: i) la labor de supervisión siempre existirá en relación con cualquier contrato estatal, incluidos los contratos de prestación de servicios –a diferencia de la interventoría que depende del análisis de su necesidad y extensión–; ii) no requiere conocimientos tan especializados como la interventoría; iii) se ejerce por la Entidad Estatal por conducto de la designación de servidores públicos idóneos para cumplir la función; iv) puede recibir apoyo de personal contratado para tal fin mediante contratos de prestación de servicios; y v) le es inseparable el seguimiento técnico, administrativo, financiero, contable y jurídico del contrato vigilado.

Por otro lado, la interventoría puede caracterizarse de la siguiente manera: i) es un mecanismo de vigilancia contingente en la medida que solo es obligatorio para el seguimiento de los contratos de obra adjudicados por licitación pública –art. 32, numeral 1; en los demás casos se requerirá cuando “el seguimiento del contrato suponga conocimiento especializado en la materia, o cuando la complejidad o la extensión del mismo lo justifique” –art, 83, Ley 1474 de 2011–; ii) es un mecanismo de vigilancia que exige, en su ejecución, la utilización de conocimientos especializados; iii) por lo anterior, la entidad contrata un experto, por regla general, mediante la modalidad de selección de concurso de méritos, al tratarse la interventoría de una especie del contrato de consultoría –art. 32, numeral 2, inciso 2, Ley 80 de 1993‒, de manera que la interventoría es realizada por “una persona natural o jurídica contratada para tal fin por la Entidad Estatal” –art. 83, Ley 1474–; iv) le es inherente el seguimiento técnico, frente a la vigilancia de la correcta ejecución del contrato vigilado; sin embargo, el artículo 83 de la Ley 1474 de 2011 permite que en el contrato de interventoría también se pacten obligaciones para que el contratista realice el seguimiento administrativo, financiero, contable o jurídico; v) en caso de que no se encomiende al interventor el seguimiento total del contrato, en el contrato de interventoría “se deberán indicar las actividades técnicas a cargo del interventor y las demás quedarán a cargo de la Entidad a través del supervisor” –art. 83, inciso 4–, y finalmente, vi) el contrato de interventoría será supervisado directamente por la entidad –art. 83, inciso 4–.

INTERVENTORÍA   Y SUPERVISIÓN – Funciones – Deberes 

Quien ejerza la vigilancia de la ejecución del contrato, ya sea mediante la supervisión o mediante la interventoría, puede hacer uso de las facultades previstas en el artículo 84 de la Ley 1474 de 2011 para efectuar el seguimiento al cumplimiento obligacional del contrato y estará sometido a los deberes y responsabilidades que implica el ejercicio de dicha actividad. En este contexto, tanto los supervisores como los interventores “están facultados para solicitar informes, aclaraciones y explicaciones sobre el desarrollo de la ejecución contractual, y serán responsables por mantener informada a la entidad contratante de los hechos o circunstancias que puedan constituir actos de corrupción tipificados como conductas punibles, o que puedan poner o pongan en riesgo el cumplimiento del contrato, o cuando tal incumplimiento se presente”. En otras palabras, quienes ejercen funciones de seguimiento contractual tienen la potestad de pedir al contratista toda la información necesaria —informes, aclaraciones y explicaciones— para verificar cómo avanza la ejecución del contrato. Además, se les impone un deber especial: deben mantener informada a la entidad contratante sobre cualquier hecho, situación o indicio que pueda constituir un acto de corrupción o que genere riesgo de incumplimiento contractual, e incluso reportar cuando dicho incumplimiento ya se haya producido. En síntesis, no solo pueden requerir información, sino que también son responsables de alertar oportunamente a la entidad para proteger la correcta ejecución del contrato.
[…]
En este contexto, dado que la función de supervisores e interventores corresponde al control del cumplimiento obligacional, no son coejecutores del contrato vigilado; razón por la cual, sin perjuicio de su deber de vigilancia, no tienen funciones de ejecución material respecto del contratista. Por ello, la revisión de los productos ejecutados es una actuación de seguimiento, no una reejecución de las prestaciones. En el marco del seguimiento contractual debe garantizarse que ya sea la supervisión o la interventoría emitan sus conceptos e informes con independencia de presiones administrativas, condicionamientos o exigencias de refrendación por parte de dependencias ajenas al control contractual. Aunque la entidad puede solicitar información o emitir lineamientos, estos no pueden sustituir ni condicionar el juicio técnico del supervisor o del interventor, quien tienen responsabilidad civil, disciplinaria, fiscal o penal por las funciones y labores que desempeña. 

CONTRATO ESTATAL – Dirección y control

Esto se suma a que la entidad estatal tiene la dirección general y la responsabilidad de ejercer el control y vigilancia de la ejecución del contrato, conforme a lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley 80 de 1993. En esta misma línea, se encuentra el deber de la Administración regulado en el artículo 4°, numeral 4° de la Ley 80 de 1993, que dispone: “[…] Para la consecución de los fines de que trata el artículo anterior, las entidades estatales: […] 4o. Adelantarán revisiones periódicas de las obras ejecutadas, servicios prestados o bienes suministrados, para verificar que ellos cumplan con las condiciones de calidad ofrecidas por los contratistas, y promoverán las acciones de responsabilidad contra éstos y sus garantes cuando dichas condiciones no se cumplan” (énfasis fuera de texto). De este modo, la entidad contratante no puede renunciar a su deber permanente de vigilancia y control, desconociendo lo previsto en los artículos 4, 14 y 26 de la Ley 80 de 1993, que le imponen la obligación directa de garantizar la correcta ejecución del contrato, verificar su calidad y promover las acciones correspondientes frente a incumplimientos, sin que dichas responsabilidades se extingan por la delegación o la existencia de interventoría.

SEGUIMIENTO CONTRACTUAL – Roles – Revisiones – Principios – Economía – Celeridad – Eficiencia 

En este contexto de seguimiento y control a la ejecución contractual, es posible que en el trámite administrativo concurran revisiones sucesivas, las cuales son admisibles cuando cumplen una función real de control y agregan valor al seguimiento contractual. En tal sentido, la garantía de los principios de eficacia, economía y celeridad propios del artículo 209 constitucional imponen a la administración la obligación de organizar sus procesos de manera que la ejecución contractual avance sin obstáculos artificiales. Estos principios también obligan a que los actores involucrados en la validación actúen de forma articulada, evitando duplicidades funcionales o controles paralelos que generen incertidumbre sobre la competencia decisoria. La administración debe garantizar que cada instancia conozca su rol, sus límites y su responsabilidad, es decir, actuando de forma articulada para evitar trámites internos demorados para la aprobación de avances en el contrato vigilado.

A modo de ejemplo, las instancias internas de revisión, validación o aprobación dentro del patrimonio autónomo o de la entidad no modifican la distribución de responsabilidades prevista en la ley y en el contrato. Cada actor —ejecutor, supervisor, fiduciaria y entidad contratante— responde exclusivamente por su ámbito funcional. La existencia de múltiples filtros administrativos no genera nuevas obligaciones para el ejecutor ni amplía las competencias del patrimonio autónomo o de supervisión o interventoría, pues la responsabilidad administrativa se rige por el principio de legalidad. Estos filtros administrativos son mecanismos de control interno, no fuentes autónomas de competencia ni de responsabilidad adicional.

SUPERVISIÓN E INTERVENTORÍA – Deberes – Responsabilidad – Verificación – Oportunidad – Diligencia

[…] la verificación del cumplimiento de las obligaciones contractuales debe realizarse de manera oportuna y diligente, evitando retrasos que afecten la ejecución del contrato o generen incertidumbre para las partes. La parálisis o demora injustificada en los trámites constituye una vulneración de los deberes funcionales y puede configurar falta disciplinaria para los servidores responsables de la gestión contractual. La omisión en el ejercicio de funciones de control, así como la creación de obstáculos administrativos innecesarios, desconoce los principios de eficacia, moralidad y responsabilidad que rigen la función pública y habilita la intervención de los órganos de control disciplinario.

En el ámbito fiscal y contractual, las demoras institucionales pueden traducirse en sobrecostos, perjuicios y afectaciones al patrimonio público. Cuando estas dilaciones generan daños al contratista o a la entidad, los funcionarios involucrados pueden enfrentar responsabilidad fiscal y civil. Además, la entidad podría verse obligada a reconocer mayores permanencias, intereses moratorios o ajustes al equilibrio económico del contrato, evidenciando los riesgos de un esquema de control ineficiente. En todo caso, la valoración de estas conductas corresponde exclusivamente a las autoridades competentes, pues la Agencia carece de competencia para calificar el comportamiento de supervisores, interventores u otros actores del proceso contractual.













Bogotá D.C., 23 de julio de 2026	
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Señor
Fabián Alberto Díaz León
diazlfabian@gmail.com
Bogotá D.C. 
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Radicación:               
	
Respuesta a consulta con radicado 1_2026_06_09_007792 y 1_2026_06_09_007810 (acumulados)


	


Estimado Señor Díaz: 

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente –, en ejercicio de las competencias otorgadas por los Decretos 4170 de 2011 y 1822 de 2019 y de conformidad con las modalidades del derecho de petición contempladas en la Ley 1755 de 2015, así como lo establecido en la Resolución N° 469 del 2025 expedida por esta Agencia, responde las solicitudes de consulta del 9 de junio de 2026, en las cuales manifiesta: 

“BLOQUE A — PATRIMONIOS AUTÓNOMOS, VALIDACIONES Y DISTRIBUCIÓN DE RESPONSABILIDADES 
1. En los negocios jurídicos financiados con recursos administrados mediante patrimonios autónomos de naturaleza pública, ¿la existencia de múltiples instancias de supervisión, validación o control modifica la distribución de responsabilidades originalmente prevista entre ejecutor contractual, supervisor externo y entidad contratante? 
2. ¿Puede una supervisión externa abstenerse de emitir conceptos técnicos definitivos o condicionar sus pronunciamientos a validaciones posteriores emitidas por funcionarios de la entidad contratante, del patrimonio autónomo o de otras instancias administrativas ajenas al seguimiento técnico directo del proyecto? 
3. Cuando el flujo operativo del proyecto exige validaciones sucesivas por parte de distintas instancias institucionales, ¿quién asume la responsabilidad por las demoras, reprocesos o afectaciones materiales que puedan generarse sobre la ejecución contractual y el cumplimiento del cronograma? 
4. ¿Resulta jurídicamente admisible que los efectos de retrasos derivados de validaciones internas, revisiones sucesivas o procedimientos administrativos propios de la supervisión o de la entidad contratante sean trasladados materialmente al ejecutor contractual, pese a que este haya cumplido oportunamente con las obligaciones y entregables a su cargo? 
5. ¿Qué alcance tienen los principios de coordinación, eficacia, economía y responsabilidad administrativa frente a esquemas contractuales en los cuales múltiples actores institucionales intervienen sucesivamente sobre un mismo componente técnico, documental u operativo del proyecto? 

BLOQUE B — PLAZOS, CRONOGRAMAS Y ASIMETRÍAS OPERATIVAS 
6. ¿Resulta compatible con los principios de buena fe contractual, proporcionalidad y planeación administrativa que la supervisión externa imponga al ejecutor contractual plazos cortos o perentorios para atender requerimientos, remitir soportes o subsanar observaciones, mientras las distintas instancias de validación institucional operan bajo tiempos significativamente más amplios para emitir conceptos o aprobaciones?
7. ¿Puede configurarse una afectación material al equilibrio funcional y operativo de la ejecución contractual cuando el ejecutor debe atender requerimientos sucesivos, remitir soportes o subsanar observaciones dentro de plazos reducidos, mientras que los cronogramas internos de revisión, validación o aprobación aplicables a la supervisión externa, al patrimonio autónomo o a las demás instancias institucionales involucradas contemplan plazos significativamente más amplios para emitir conceptos o decisiones? 
En particular, se consulta si dichas diferencias temporales pueden afectar los principios de coordinación, proporcionalidad, planeación, buena fe y eficacia administrativa, trasladando materialmente al ejecutor consecuencias derivadas de tiempos internos de validación ajenos a su control. 
8. ¿Configura una afectación a los principios de buena fe contractual, confianza legítima, eficacia, economía y coordinación administrativa el hecho de que la supervisión externa imponga al ejecutor plazos cortos y perentorios para responder requerimientos, subsanar observaciones o remitir información, mientras que simultáneamente la propia supervisión opera bajo cronogramas internos de revisión, validación o escalamiento significativamente más amplios, generando asimetrías temporales que terminan afectando materialmente la posibilidad real de cumplimiento del cronograma contractual por parte del ejecutor? 
En particular, se consulta si este tipo de dinámicas puede trasladar indebidamente al ejecutor las consecuencias derivadas de demoras originadas en los circuitos internos de validación de la supervisión o de la entidad contratante. 

BLOQUE C — AUTONOMÍA TÉCNICA DE LA SUPERVISIÓN Y CONTROL ESCALONADO 
9. En el marco de los artículos 83 y 84 de la Ley 1474 de 2011, ¿la supervisión externa conserva autonomía técnica y responsabilidad funcional respecto de los conceptos, verificaciones y validaciones emitidas dentro del ejercicio de sus competencias, o dichos conceptos pueden quedar supeditados a aprobaciones posteriores emitidas por la entidad contratante, el patrimonio autónomo u otras instancias administrativas? 
10. Cuando la supervisión externa es contratada precisamente en razón de su conocimiento técnico especializado sobre el objeto vigilado, ¿resulta compatible con la naturaleza de dicha función que sus conceptos técnicos deban quedar sujetos a revisiones, validaciones o aprobaciones posteriores realizadas por dependencias administrativas o instancias que no participaron directamente en el seguimiento técnico del proyecto? 
11. Conforme al artículo 84 de la Ley 1474 de 2011, que establece el carácter personal de la responsabilidad del supervisor/interventor, ¿los conceptos técnicos emitidos por la supervisión externa deben ser asumidos y suscritos bajo su propia responsabilidad profesional autónoma, o pueden quedar condicionados a aprobaciones institucionales previas que limiten su capacidad decisoria? 
12. Si el procedimiento operativo del proyecto establece múltiples niveles sucesivos de revisión y validación (ejecutor contractual → supervisión externa → supervisión del patrimonio autónomo → instancia ministerial o administrativa), ¿dicho esquema mantiene la naturaleza técnica de la supervisión externa o convierte sus conceptos en actuaciones sujetas a refrendación institucional posterior? 
En particular, se consulta si la existencia de múltiples niveles de aprobación sobre un mismo componente técnico puede generar duplicidad funcional, dilución de responsabilidades o afectaciones materiales sobre la oportunidad y eficiencia de la ejecución contractual. 
13. ¿Qué efectos puede generar, en términos de responsabilidad disciplinaria, fiscal, contractual o civil, el hecho de que la supervisión externa subordine la emisión o comunicación de sus conceptos técnicos a la aprobación previa de otras instancias institucionales, pese al carácter personal e indelegable de las funciones de supervisión previsto en la Ley 1474 de 2011? 
14. ¿Resulta compatible con los principios de eficacia, economía, coordinación y proporcionalidad administrativa previstos en el artículo 209 de la Constitución Política la existencia de esquemas de control escalonado en los que un mismo componente técnico o documental es revisado sucesivamente por múltiples instancias (operador, ejecutor, supervisión externa, supervisión del patrimonio autónomo y delegado ministerial), especialmente cuando ello produce duplicidad funcional, ampliación de tiempos de validación y afectación material del cronograma de ejecución?

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales, ni a determinar grados de responsabilidad por las actuaciones de los diferentes participes del sistema de compra pública.
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con los problemas jurídicos de su consulta. 

I. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de sus solicitudes sobre aspectos procedimentales sobre el control y seguimiento a la ejecución contractual, la Agencia procede a resolver los siguientes problemas jurídicos generales, atendiendo su competencia: i) ¿En qué medida la configuración de múltiples instancias internas de supervisión, validación y control en contratos ejecutados mediante patrimonios autónomos incide en la distribución legal y contractual de responsabilidades entre los distintos sujetos obligados —entidad estatal, patrimonio autónomo, supervisión/interventoría y contratista— y cómo deben organizarse dichos procesos conforme a los principios de coordinación, eficacia, economía, buena fe y responsabilidad administrativa del artículo 209 de la Constitución, sin trasladar al ejecutor cargas, demoras o costos ajenos al contrato? (Bloques A y B); ii) De conformidad con los artículos 83 y 84 de la Ley 1474 de 2011, ¿la supervisión/interventoría externa conserva plena autonomía e independencia técnica para emitir sus conceptos bajo su responsabilidad personal, o es procedente que subordine, recondicione o suspenda sus pronunciamientos a la aprobación o refrendación previa de la entidad estatal o de cualquier parte interviniente en el proceso de contratación? (Bloque C); iii) ¿Qué consecuencias jurídicas (en los ámbitos contractual, disciplinario, fiscal y civil) y operativas genera la implementación de un esquema de control escalonado, especialmente cuando este deriva en dilución de responsabilidades, reprocesos y afectaciones a la oportunidad de la ejecución contractual? (Bloque C). 

II. Respuesta:

	Para resolver los problemas jurídicos, objeto de consulta, se señala:

Con carácter preliminar conviene precisar la terminología empleada en la consulta. La expresión "supervisión externa" no corresponde a una categoría del ordenamiento jurídico colombiano. Conforme al artículo 83 de la Ley 1474 de 2011, el seguimiento a la ejecución contractual admite dos formas: la supervisión, que ejerce directamente la entidad estatal por conducto de sus servidores públicos, y la interventoría, que se contrata con una persona natural o jurídica externa cuando el seguimiento supone conocimiento especializado o cuando la complejidad o la extensión del contrato lo justifican. Adicionalmente, la entidad puede contratar personal de apoyo a la supervisión mediante contratos de prestación de servicios, cuya labor es de colaboración y cuyos conceptos constituyen insumo para el supervisor, sin que asuman la supervisión ni las responsabilidades inherentes a ella. La distinción es determinante para resolver los interrogantes planteados, pues el régimen de autonomía y de responsabilidad difiere en cada caso.

i. Conforme al primer problema jurídico, se señala que en el marco del seguimiento del contrato y en el cumplimiento de sus procesos internos es posible la existencia de revisiones sucesivas de las obligaciones que se están ejecutando, en especial, cuando existe un interventor que actúa como contratista externo a la entidad estatal y al contratista vigilado, sumado al supervisor del interventor y los apoyos a este, que de conformidad al artículo 83 de la Ley 1474 de 2011 como contratista de prestación de servicios puede apoyar técnicamente o administrativamente la labor de supervisión, verificando entregables y emitiendo conceptos que sirven de insumo para el supervisor del interventor, pero sin asumir la supervisión misma ni las responsabilidades asociadas a esta. 
Ahora bien, cuando la ejecución del proyecto se canaliza a través de un patrimonio autónomo deben tenerse presentes dos precisiones. La primera, que el patrimonio autónomo carece de personalidad jurídica y no es sujeto de derechos ni de obligaciones: quien actúa es la sociedad fiduciaria en calidad de vocera y administradora, en los términos del negocio fiduciario celebrado con la entidad estatal. En rigor no existe, por tanto, una "supervisión del patrimonio autónomo", sino actuaciones de la fiduciaria o de la entidad fideicomitente, según la distribución que el respectivo contrato haya previsto. La segunda, que la constitución del patrimonio autónomo no desplaza ni sustituye el deber de vigilancia que el artículo 83 de la Ley 1474 de 2011 impone a las entidades públicas, ni la dirección y el control que a la entidad estatal corresponden conforme a los artículos 4, 14 y 26 de la Ley 80 de 1993. En concordancia con el numeral 5 del artículo 32 de esa misma ley, la entidad conserva la dirección y el manejo del contrato, de modo que el vehículo fiduciario constituye un instrumento de administración de recursos y no un mecanismo de traslado de las competencias de vigilancia.
Conviene advertir, finalmente, que la expresión "patrimonio autónomo de naturaleza pública" no corresponde a una categoría legal: público es el origen de los recursos administrados, no la naturaleza del patrimonio, que se rige por las reglas del negocio fiduciario que le dio origen.
Esto se suma a que la entidad estatal tiene la dirección general y la responsabilidad de ejercer el control y vigilancia de la ejecución del contrato, conforme a lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley 80 de 1993. En esta misma línea, se contempla el deber de la Administración regulado en el artículo 4°, numeral 4° de la Ley 80 de 1993, que dispone: “[…] Para la consecución de los fines de que trata el artículo anterior, las entidades estatales: […] 4o. Adelantarán revisiones periódicas de las obras ejecutadas, servicios prestados o bienes suministrados, para verificar que ellos cumplan con las condiciones de calidad ofrecidas por los contratistas, y promoverán las acciones de responsabilidad contra éstos y sus garantes cuando dichas condiciones no se cumplan” (énfasis fuera de texto). De esta manera, la entidad contratante no puede renunciar a su deber permanente de vigilancia y control, desconociendo lo previsto en los artículos 4, 14 y 26 de la Ley 80 de 1993.
Teniendo en cuenta los roles y responsabilidades de los actores participantes dentro de la ejecución contractual, implica que estas revisiones y validaciones internas, deben aplicarse bajo los principios de eficacia, economía y celeridad contemplados en el artículo 209 constitucional, lo que exige que la administración organice sus procesos de manera que el avance contractual no se afecte por cargas administrativas innecesarias. La multiplicidad de filtros internos —ya sea en la entidad, en el patrimonio autónomo o en la estructura de supervisión o interventoría— no altera la distribución de responsabilidades ni genera nuevas obligaciones para el contratista vigilado. Cada actor responde exclusivamente por su ámbito funcional. 
En consecuencia, las demoras, reprocesos o validaciones internas que excedan lo razonable no pueden trasladarse al contratista cuando este ha cumplido oportunamente con sus obligaciones. El principio de legalidad impide que la entidad amplíe de facto las cargas del ejecutor mediante procedimientos internos que no se encuentran previstos en la ley o en el contrato. Cuando los controles se convierten en barreras procedimentales que afectan la ejecución, la entidad vulnera el principio de buena fe y debe ajustar sus procesos para evitar afectaciones injustificadas al desarrollo contractual.
Con todo, la determinación de si una demora concreta resulta imputable a la administración, y cuáles son sus efectos económicos, no puede resolverse en abstracto: depende de la distribución de riesgos pactada, del contenido obligacional del contrato y del material probatorio disponible. Cuando la demora sea imputable a la entidad y altere la ecuación contractual, el contratista podrá solicitar su restablecimiento conforme al numeral 1 del artículo 5 y al artículo 27 de la Ley 80 de 1993. La valoración de tales circunstancias corresponde a las partes en desarrollo del contrato y, en caso de controversia, a las autoridades competentes, sin que esta Agencia pueda pronunciarse sobre ellas.
Por último, la metodología de supervisión e interventoría —formalizada en manuales institucionales y en las directrices contractuales— constituye un marco de control que sí vincula al contratista, en tanto se relaciona directamente con la verificación del cumplimiento de sus obligaciones. No obstante, estos instrumentos deben aplicarse de manera proporcional y articulada, garantizando que las revisiones sucesivas agreguen valor al seguimiento contractual y no se conviertan en obstáculos que desnaturalicen la finalidad del control estatal.
ii. En relación con el segundo problema jurídico, se precisa que la vigilancia de la ejecución contractual —ejercida por supervisores o interventores— comprende el uso de las facultades previstas en el artículo 84 de la Ley 1474 de 2011, que les permiten requerir informes, aclaraciones y explicaciones al contratista para verificar el cumplimiento de las obligaciones. Esta potestad se acompaña de un deber reforzado: informar oportunamente a la entidad contratante sobre hechos, circunstancias o indicios que puedan constituir actos de corrupción o que generen riesgos de incumplimiento, así como reportar cuando dicho incumplimiento ya se haya materializado. 
En esencia, el seguimiento contractual implica tanto la solicitud de información como la obligación de alertar a la entidad para salvaguardar la correcta ejecución del contrato. Aunque la interventoría suele ser ejercida por un tercero contratado para vigilar la ejecución de otro contrato —frecuentemente uno de obra pública—, sus facultades son sustancialmente similares a las de la supervisión ejercida por la entidad estatal. Ello obedece a que ambos mecanismos cumplen la misma finalidad: asegurar que las prestaciones se ejecuten conforme a lo pactado y proteger el interés público. 
En este aspecto, la emisión de conceptos, informes y valoraciones técnicas por parte de supervisores e interventores exige plena independencia frente a presiones administrativas o condicionamientos provenientes de dependencias distintas al control contractual. Aunque la entidad puede fijar lineamientos generales, solicitar información o requerir aclaraciones, estas actuaciones no pueden sustituir ni restringir el juicio técnico del supervisor o interventor, cuyo criterio profesional constituye la base del seguimiento contractual y comporta responsabilidad civil por el adecuado ejercicio de sus funciones. 
De lo anterior no se sigue que la entidad estatal quede vinculada por el concepto del supervisor o del interventor. Es preciso distinguir dos planos. El primero, la emisión del concepto técnico, que no requiere aprobación ni refrendación previa y se produce bajo la responsabilidad personal de quien lo suscribe, en los términos de los artículos 82 y 84 de la Ley 1474 de 2011. El segundo, la adopción de las decisiones que corresponden a la entidad como titular de la dirección y el control del contrato —recibo a satisfacción, autorización de pagos, requerimientos o inicio de procedimientos sancionatorios—, respecto de las cuales puede apartarse motivadamente del concepto emitido. Lo incompatible con la función de seguimiento no es, entonces, la existencia de decisiones institucionales posteriores, sino que la emisión misma del concepto se retenga, se condicione o se supedite a la aprobación previa de instancias ajenas al seguimiento técnico del proyecto. En tal sentido, asegurar esta autonomía técnica es indispensable para que la supervisión e interventoría cumplan su finalidad de verificar la correcta ejecución del contrato, advertir desviaciones y prevenir riesgos de corrupción, ineficiencia o incumplimiento. 
iii. En torno al tercer problema jurídico, la vigilancia del cumplimiento obligacional se rige por la ley, los manuales internos y las condiciones previstas tanto en el contrato de interventoría como en el contrato vigilado, los cuales también deben tener en cuenta la supervisión de la interventoría y la entidad estatal como responsable de la dirección y control del contrato. Estos instrumentos delimitan la potestad de control de la entidad, de modo que no pueden imponerse protocolos, requisitos o procedimientos ajenos a ese marco. Los manuales de supervisión e interventoría obligan al contratista en la medida en que hayan sido incorporados a los documentos del proceso de contratación o al contrato; las modificaciones que la entidad introduzca con posterioridad a su celebración no le son oponibles sin su acuerdo y, de aplicarse, pueden dar lugar al reconocimiento de los mayores costos que comprobadamente le generen. Tales actividades de verificación no implican coejecución, y los ajustes en la forma de validar el cumplimiento no generan reconocimientos económicos adicionales, a menos que representen mayores costos comprobables para el contratista.
Frente a eventuales extralimitaciones en el ejercicio de la actividad contractual, los artículos 50, 51 y 52 de la Ley 80 de 1993 establecen el régimen de responsabilidad aplicable a las entidades estatales, sus servidores públicos y los contratistas. Tratándose de interventores, el artículo 82 de la Ley 1474 de 2011 regula de manera específica su responsabilidad civil y fiscal por el cumplimiento de las obligaciones derivadas del contrato de interventoría y por los hechos u omisiones que les sean imputables y causen daño o perjuicio a la entidad estatal. La determinación de dicha responsabilidad corresponde exclusivamente a las autoridades competentes, que deberán valorar las circunstancias del caso concreto. Para delimitar la frontera entre la vigilancia y la ejecución contractual, es necesario recordar que la realización material del objeto corresponde al contratista, quien se somete a la potestad de control ejercida por la entidad estatal a través de supervisores o interventores. Conforme al artículo 83 del Estatuto Anticorrupción, el seguimiento técnico comprende vigilar, controlar y verificar el cumplimiento del objeto contractual y de las obligaciones del contratista, así como constatar que las condiciones técnicas del bien, obra o servicio se ajusten a las especificaciones pactadas. 
La verificación del cumplimiento debe realizarse de manera oportuna y diligente, evitando retrasos que afecten la ejecución del contrato o generen incertidumbre para las partes. La parálisis o demora injustificada en los trámites vulnera los deberes funcionales y puede constituir falta disciplinaria para los servidores responsables de la gestión contractual. La omisión en el ejercicio de funciones de control o la creación de obstáculos administrativos innecesarios desconoce los principios de eficacia, moralidad y responsabilidad que rigen la función administrativa y habilita la intervención de los órganos de control disciplinario.
En el ámbito fiscal y contractual, las demoras institucionales pueden ocasionar sobrecostos, perjuicios y afectaciones al patrimonio público. Si estas dilaciones generan daños al contratista o a la entidad, los funcionarios involucrados pueden enfrentar responsabilidad fiscal y civil. Asimismo, la entidad podría verse obligada a reconocer mayores permanencias, intereses moratorios o ajustes al equilibrio económico del contrato, lo que evidencia los riesgos de un esquema de control ineficiente. En todo caso, la valoración de estas conductas corresponde exclusivamente a las autoridades competentes, pues la Agencia carece de atribuciones para calificar el comportamiento de supervisores, interventores u otros actores del proceso contractual.
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III. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones: 

i. A través de la actividad contractual, el Estado adquiere bienes, obras y servicios para cumplir los fines que le impone el ordenamiento jurídico, garantizando así la continua y eficiente prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los administrados. Para la garantía de los fines de interés general, involucrados en la contratación de las entidades estatales, el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública –en adelante EGCAP– dispone que, en la etapa de ejecución del contrato, las entidades estatales y los servidores públicos que participan en ella tienen la obligación de controlar y vigilar la correcta ejecución del objeto contratado. Lo anterior busca que las finalidades perseguidas con la celebración de los contratos estatales se logren de manera satisfactoria.
El seguimiento de la ejecución del contrato para la dirección, control y vigilancia de su correcto cumplimiento es un deber legal que permite a las entidades estatales tomar medidas orientadas a la satisfacción de los fines de la contratación. Por esto, el EGCAP alude a la obligación mencionada, que guarda relación con el principio de responsabilidad que rige la celebración y ejecución de los contratos estatales. Así, por ejemplo, los artículos 4, 5, 12, 14 y 26 de la Ley 80 de 1993 consagran normas relacionadas con el control y vigilancia de la ejecución de los contratos estatales. Estas disposiciones establecen, entre otros aspectos, la obligación de las entidades estatales de velar por el correcto y oportuno cumplimiento de las prestaciones del contrato, las especificaciones de los bienes, obras y servicios objeto de este, y las condiciones de calidad ofrecidas, entre otras. Esta obligación se predica, en principio, del jefe o representante legal de la entidad, por tener la responsabilidad de la dirección y manejo de la actividad contractual, pero también de los servidores públicos que intervienen en ella. En ese sentido, las entidades estatales deben ejercer el control de la ejecución del contrato y, de ser el caso, tomar medidas para exigir el adecuado cumplimiento.
Las Leyes 1150 de 2007 y 1474 de 2011, complementan el régimen jurídico de la obligación de vigilar la correcta ejecución de los contratos estatales. En dichas normas se impone el debido proceso como principio rector en materia sancionatoria contractual, entre otros, para la imposición de multas y la decisión de hacer efectiva la cláusula penal, principio que se debe respetar en el ejercicio del control y vigilancia de la ejecución contractual[footnoteRef:1]. También se establecen los límites de la responsabilidad del representante legal ante la delegación de sus funciones en materia contractual[footnoteRef:2] y se regula la supervisión y la interventoría de los contratos estatales[footnoteRef:3]. En consecuencia, se tiene que, la jurisprudencia contencioso-administrativa, por su parte, ha considerado que la obligación de vigilar la correcta ejecución del objeto contractual es una función de la entidad contratante, en los siguientes términos:  [1:  Artículo 17 de la Ley 1150 de 2007]  [2:  Artículo 21 de la Ley 1150 de 2007]  [3:  Artículos 83 a 86 de la Ley 1474 de 2011] 


“La función de vigilancia y control del contrato estatal supone el cuidado y la supervisión, de forma tal que en ejercicio de esa función, quien administra la adecuada y oportuna ejecución del contrato no sólo debe velar por que las partes den cumplimiento a las obligaciones contractuales, sino que el contrato se ejecute en el tiempo y la forma convenidos, para esta forma garantizar la satisfacción de las necesidades que la administración buscaba alcanzar con la celebración del respectivo contrato”[footnoteRef:4]. [4:  Consejo de Estado. Sección Tercera –Subsección C. Sentencia del 27 de noviembre de 2017. Exp. 51.802. C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. ] 


De esta forma, la Ley 1474 de 2011 enmarcó el seguimiento, control y vigilancia de la ejecución del contrato estatal dentro del principio de moralidad administrativa. El artículo 83 de la referida ley, establece que “con el fin de proteger la moralidad administrativa, de prevenir la ocurrencia de actos de corrupción y tutelar la transparencia de la actividad contractual, las entidades públicas están obligadas a vigilar permanentemente la correcta ejecución del objeto contratado a través de un supervisor o un interventor, según corresponda”. El legislador además definió las nociones de supervisión e interventoría, como mecanismos que pueden usar las entidades estatales para vigilar el contrato, en estos términos: 

“La supervisión consistirá en el seguimiento técnico, administrativo, financiero, contable, y jurídico que sobre el cumplimiento del objeto del contrato, es ejercida por la misma entidad estatal cuando no requieran conocimientos especializadOs. Para la supervisión, la entidad estatal podrá contratar personal de apoyo, a través de los contratos de prestación de servicio que sean requeridos.

La interventoría consistirá en el seguimiento técnico que sobre el cumplimiento del contrato realice una persona natural o jurídica contratada para tal fin por la entidad estatal, cuando el seguimiento del contrato suponga conocimiento especializado en la materia, o cuando la complejidad o la extensión del mismo lo justifiquen. No obstante, lo anterior cuando la entidad lo encuentre justificado y acorde a la naturaleza del contrato principal, podrá contratar el seguimiento administrativo, técnico, financiero, contable, jurídico del objeto o contrato dentro de la interventoría”[footnoteRef:5]. [5:  Artículo 83 de la Ley 1474 de 2011] 


Sin perjuicio de lo anterior, según lo expresado por esta Agencia en el concepto No. 4201913000008240 del 20 de diciembre de 2019 y en el concepto C-972 de 2024, de las disposiciones contenidas en los artículos 83 y 84 de la Ley 1474 de 2011, se infieren las siguientes características de la supervisión: i) la labor de supervisión siempre existirá en relación con cualquier contrato estatal, incluidos los contratos de prestación de servicios –a diferencia de la interventoría que depende del análisis de su necesidad y extensión[footnoteRef:6]–; ii) no requiere conocimientos tan especializados como la interventoría; iii) se ejerce por la Entidad Estatal por conducto de la designación de servidores públicos idóneos para cumplir la función; iv) puede recibir apoyo de personal contratado para tal fin mediante contratos de prestación de servicios; y v) le es inseparable el seguimiento técnico, administrativo, financiero, contable y jurídico del contrato vigilado. [6:  A excepción de la interventoría del contrato de obra adjudicado por licitación pública que es obligatoria según el numeral 1° del artículo 32 de la Ley 80 de 1993.] 

	Por otro lado, la interventoría puede caracterizarse de la siguiente manera: i) es un mecanismo de vigilancia contingente en la medida que solo es obligatorio para el seguimiento de los contratos de obra adjudicados por licitación pública –art. 32, numeral 1; en los demás casos se requerirá cuando “el seguimiento del contrato suponga conocimiento especializado en la materia, o cuando la complejidad o la extensión del mismo lo justifique” –art, 83, Ley 1474 de 2011–; ii) es un mecanismo de vigilancia que exige, en su ejecución, la utilización de conocimientos especializados; iii) por lo anterior, la entidad contrata un experto, por regla general, mediante la modalidad de selección de concurso de méritos, al tratarse la interventoría de una especie del contrato de consultoría –art. 32, numeral 2, inciso 2, Ley 80 de 1993[footnoteRef:7]‒, de manera que la interventoría es realizada por “una persona natural o jurídica contratada para tal fin por la Entidad Estatal” –art. 83, Ley 1474–; iv) le es inherente el seguimiento técnico, frente a la vigilancia de la correcta ejecución del contrato vigilado; sin embargo, el artículo 83 de la Ley 1474 de 2011 permite que en el contrato de interventoría también se pacten obligaciones para que el contratista realice el seguimiento administrativo, financiero, contable o jurídico; v) en caso de que no se encomiende al interventor el seguimiento total del contrato, en el contrato de interventoría “se deberán indicar las actividades técnicas a cargo del interventor y las demás quedarán a cargo de la Entidad a través del supervisor” –art. 83, inciso 4–, y finalmente, vi) el contrato de interventoría será supervisado directamente por la entidad –art. 83, inciso 4–. [7:  “Son también contratos de consultoría los que tienen por objeto la interventoría […]”] 


ii. A diferencia del supervisor, el interventor es un contratista externo a la entidad estatal y al contratista vigilado, de manera que es seleccionado por la entidad estatal mediante los procedimientos del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, en principio, a través del concurso de méritos. Lo anterior, sin perjuicio de que eventualmente aplique alguna causal especial que permita la celebración de este tipo de contratos mediante una modalidad diferente, como podría suceder frente a la posibilidad de realizar, por ejemplo, una contratación de mínima cuantía o una contratación directa, en caso de presentarse alguna de las causales establecidas en el artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, que dé lugar a acudir a otra modalidad de selección. 
Quien ejerza la vigilancia de la ejecución del contrato, ya sea mediante la supervisión o mediante la interventoría, puede hacer uso de las facultades previstas en el artículo 84 de la Ley 1474 de 2011 para efectuar el seguimiento al cumplimiento obligacional del contrato y estará sometido a los deberes y responsabilidades que implica el ejercicio de dicha actividad. En este contexto, tanto los supervisores como los interventores “están facultados para solicitar informes, aclaraciones y explicaciones sobre el desarrollo de la ejecución contractual, y serán responsables por mantener informada a la entidad contratante de los hechos o circunstancias que puedan constituir actos de corrupción tipificados como conductas punibles, o que puedan poner o pongan en riesgo el cumplimiento del contrato, o cuando tal incumplimiento se presente”. En otras palabras, quienes ejercen funciones de seguimiento contractual tienen la potestad de pedir al contratista toda la información necesaria —informes, aclaraciones y explicaciones— para verificar cómo avanza la ejecución del contrato. Además, se les impone un deber especial: deben mantener informada a la entidad contratante sobre cualquier hecho, situación o indicio que pueda constituir un acto de corrupción o que genere riesgo de incumplimiento contractual, e incluso reportar cuando dicho incumplimiento ya se haya producido. En síntesis, no solo pueden requerir información, sino que también son responsables de alertar oportunamente a la entidad para proteger la correcta ejecución del contrato.
 Incluso, aun cuando el contrato de interventoría se celebra con un tercero a quien se le confía la labor de vigilar la ejecución idónea de otro contrato, por lo general un contrato de obra pública, aquel actúa con facultades similares a las que tiene la entidad estatal cuando ejerce la supervisión por su propia cuenta. Lo anterior, en la medida en que ambos son mecanismos a través de los cuales las entidades cumplen el deber de vigilar la correcta ejecución de los contratos, por lo que comparten una finalidad común. 
En este contexto, dado que la función de supervisores e interventores corresponde al control del cumplimiento obligacional, no son coejecutores del contrato vigilado; razón por la cual, sin perjuicio de su deber de vigilancia, no tienen funciones de ejecución material respecto del contratista. Por ello, la revisión de los productos ejecutados es una actuación de seguimiento, no una reejecución de las prestaciones. En el marco del seguimiento contractual debe garantizarse que ya sea la supervisión o la interventoría emitan sus conceptos e informes con independencia de presiones administrativas, condicionamientos o exigencias de refrendación por parte de dependencias ajenas al control contractual. Aunque la entidad puede solicitar información o emitir lineamientos, estos no pueden sustituir ni condicionar el juicio técnico del supervisor o del interventor, quien tienen responsabilidad civil, disciplinaria, fiscal o penal por las funciones y labores que desempeña. 
En este sentido, en el marco del seguimiento del contrato y en el cumplimiento de sus procesos internos es posible la existencia de revisiones sucesivas de las obligaciones que se están ejecutando, en especial, cuando existe un interventor que actúa como contratista externo a la entidad estatal y al contratista vigilado, sumado al supervisor del interventor y los apoyos a este, que de conformidad al artículo 83 de la Ley 1474 de 2011 como contratista de prestación de servicios puede apoyar técnicamente o administrativamente la labor de supervisión, verificando entregables y emitiendo conceptos que sirven de insumo para el supervisor, pero sin asumir la supervisión misma ni las responsabilidades asociadas a esta. Su intervención se limita a tareas de apoyo definidas en el contrato, sin facultad para autorizar pagos, comprometer recursos públicos o adoptar decisiones definitivas, actuando únicamente como colaborador que contribuye a la calidad y transparencia del proceso. 
Esto se suma a que la entidad estatal tiene la dirección general y la responsabilidad de ejercer el control y vigilancia de la ejecución del contrato, conforme a lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley 80 de 1993. En esta misma línea, se encuentra el deber de la Administración regulado en el artículo 4°, numeral 4° de la Ley 80 de 1993, que dispone: “[…] Para la consecución de los fines de que trata el artículo anterior, las entidades estatales: […] 4o. Adelantarán revisiones periódicas de las obras ejecutadas, servicios prestados o bienes suministrados, para verificar que ellos cumplan con las condiciones de calidad ofrecidas por los contratistas, y promoverán las acciones de responsabilidad contra éstos y sus garantes cuando dichas condiciones no se cumplan” (énfasis fuera de texto). De este modo, la entidad contratante no puede renunciar a su deber permanente de vigilancia y control, desconociendo lo previsto en los artículos 4, 14 y 26 de la Ley 80 de 1993, que le imponen la obligación directa de garantizar la correcta ejecución del contrato, verificar su calidad y promover las acciones correspondientes frente a incumplimientos, sin que dichas responsabilidades se extingan por la delegación o la existencia de interventoría.
En este contexto de seguimiento y control a la ejecución contractual, es posible que en el trámite administrativo concurran revisiones sucesivas, las cuales son admisibles cuando cumplen una función real de control y agregan valor al seguimiento contractual. En tal sentido, la garantía de los principios de eficacia, economía y celeridad propios del artículo 209 constitucional imponen a la administración la obligación de organizar sus procesos de manera que la ejecución contractual avance sin obstáculos artificiales. Estos principios también obligan a que los actores involucrados en la validación actúen de forma articulada, evitando duplicidades funcionales o controles paralelos que generen incertidumbre sobre la competencia decisoria. La administración debe garantizar que cada instancia conozca su rol, sus límites y su responsabilidad, es decir, actuando de forma articulada para evitar trámites internos demorados para la aprobación de avances en el contrato vigilado.
A modo de ejemplo, las instancias internas de revisión, validación o aprobación dentro del patrimonio autónomo o de la entidad no modifican la distribución de responsabilidades prevista en la ley y en el contrato. Cada actor —ejecutor, supervisor, fiduciaria y entidad contratante— responde exclusivamente por su ámbito funcional. La existencia de múltiples filtros administrativos no genera nuevas obligaciones para el ejecutor ni amplía las competencias del patrimonio autónomo o de supervisión o interventoría, pues la responsabilidad administrativa se rige por el principio de legalidad. Estos filtros administrativos son mecanismos de control interno, no fuentes autónomas de competencia ni de responsabilidad adicional.
Por ello, las cargas derivadas de reprocesos, demoras o validaciones internas no pueden trasladarse al contratista cuando este ha cumplido de manera oportuna y completa con sus obligaciones contractuales. La responsabilidad se sujeta al principio de legalidad, lo que impide que la entidad amplíe de facto las obligaciones del ejecutor mediante procedimientos internos que desborden lo que contempla la norma o el contrato. 
En este aspecto, se destaca que el límite material de estos principios se encuentra en la razonabilidad y proporcionalidad de las actuaciones administrativas. Cuando las revisiones internas superan lo estrictamente necesario para verificar el cumplimiento contractual y se transforman en barreras procedimentales, la entidad vulnera el principio de buena fe. En tales circunstancias, resulta imperativo que la entidad adecue y optimice sus procesos internos, de modo que la ejecución contractual no se vea afectada por cargas administrativas injustificadas que desnaturalicen la finalidad del control y entorpezcan el desarrollo oportuno del contrato.
Aquí cobra importancia la metodología para ejercicio la supervisión e interventoría usualmente, la cual se formaliza mediante de manuales que expiden las entidades públicas, que estandarizan las condiciones de control y vigilancia. Además, de la habilitación del artículo 84 del Estatuto Anticorrupción para solicitar informes, aclaraciones y explicaciones sobre el desarrollo de la ejecución contractual, dichos manuales desarrollan procedimientos internos para desarrollo de estas actividades. Estos últimos sujetan al contratista vigilado, ya que existe un nexo inescindible entre las obligaciones ejecutadas y el control sobre su efectivo cumplimiento. Sumado a lo anterior, tratándose de la interventoría, el contrato también delimita criterios adicionales para verificar el avance de las obras o la prestación de los servicios de acuerdo con la complejidad del objeto. Éstos últimos también sujetan al contratista vigilado, pues tiene la obligación de acatar las directrices derivadas del ejercicio de la potestad de control.  
La vigilancia sobre el cumplimiento obligacional se somete a la ley, los manuales internos y las condiciones que establece la entidad tanto en el contrato de interventoría como en el contrato vigilado, criterios que debe acatar el contratista ejecutor de la obra o prestador del servicio, así como el supervisor de la interventoría y la entidad como responsable de la dirección y control. Como los mismos establecen los linderos de la potestad de control, no pueden adoptarse protocolos, requisitos o procedimientos ajenos al marco citado, por lo que no son oponibles al contratista salvo que medien modificaciones previas a los manuales expedidos y/o a los contratos suscritos. Estas actividades no implican coejecución por las razones expuestas ut supra, y las modificaciones sobre la forma de validar el cumplimiento no dan lugar a reconocimientos económicos adicionales, a menos que impliquen mayores costos para el contratista. 
Frente a situaciones de extralimitación en el ejercicio de la actividad contractual, los artículos 50, 51 y 52 de la Ley 80 de 1993 consagran el régimen de responsabilidad que recae sobre las entidades estatales, sus servidores públicos y los contratistas. La valoración y determinación de dicha responsabilidad corresponde a las autoridades competentes, las cuales deberán efectuar el análisis respectivo atendiendo las circunstancias y particularidades del caso concreto.
Para delimitar la frontera entre la vigilancia y el contrato vigilado, es necesario tener en cuenta que es al contratista a quien le corresponde la ejecución material del objeto contratado. Este último se sujeta a la potestad de control que ejerce la entidad estatal, bien a través de sus propios funcionarios –supervisión– o a través de terceros –interventoría–. Por tanto, dado que el contratista es sujeto de la vigilancia sobre el cumplimiento de las obligaciones, éste se somete al control de los supervisores o interventores, según corresponda. 
Para RINCÓN CÓRDOBA, la supervisión o la interventoría constituye una actividad estrechamente vinculada al contrato objeto de vigilancia, cuya finalidad es garantizar que las obligaciones contractuales se ejecuten conforme a lo pactado. Aunque el incumplimiento del contratista no implica, per se, responsabilidad del interventor o supervisor, ésta surge si omiten advertir, informar o gestionar oportunamente las situaciones que puedan conducir al incumplimiento. En ejercicio de sus funciones, debe verificar que el objeto contractual se desarrolle dentro de los plazos previstos, con observancia de las especificaciones técnicas establecidas, así como asegurar la adecuada custodia, administración o entrega de bienes, obras o recursos cuando la naturaleza del contrato lo exija[footnoteRef:8]. [8:  RINCÓN CÓRDOBA, Jorge Iván. La interventoría y supervisión: los presupuestos en los que se desarrolla la función administrativa de vigilancia de la ejecución contractual. En: Contratos públicos: problemas, perspectivas y prospectivas. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2017. p. 628. ] 

	El mismo autor agrega que corresponde al interventor o supervisor identificar las causas de las irregularidades que se presenten durante la ejecución contractual, proponer y verificar la implementación de medidas correctivas, certificar el cumplimiento de las obligaciones para efectos de los pagos y, cuando exista incumplimiento, evaluar su gravedad y recomendar la imposición de las sanciones o la declaratoria de caducidad que resulten procedentes. Por lo demás, debe rendir informes periódicos sobre el estado de ejecución del contrato, suministrar a la entidad los elementos de juicio necesarios para la adopción de decisiones administrativas o judiciales y ejercer la facultad de solicitar al contratista los informes, aclaraciones y explicaciones requeridos para garantizar un adecuado control de la ejecución contractual[footnoteRef:9]. [9:  Ibidem, p. 629.] 

Como dispone el precitado artículo 83 del Estatuto Anticorrupción, el seguimiento de los supervisores e interventores corresponde al cumplimiento de las obligaciones pactadas en el contrato estatal, aspecto que se ratifica en el inciso primero del artículo 84 ibidem. En su fase técnica, esto implica tanto “Vigilar, controlar y verificar el cumplimiento del objeto contractual y las obligaciones a cargo del contratista”[footnoteRef:10] como “Verificar que las condiciones técnicas del bien, obra o servicio contratado, cumplan con los requisitos establecidos por la entidad y con el ofrecimiento formulado, según sea el caso”[footnoteRef:11]. Así, la verificación del cumplimiento se realiza dentro las exigencias pactadas entre la entidad estatal y el contratista; razón por la cual, pueden abstenerse de recibir obras, bienes o servicios que no satisfagan las especificaciones del contrato. [10:  SUÁREZ BELTRÁN, Gonzalo. Estudios de derecho contractual público. Bogotá: Universidad Pontificia Javeriana – Legis, 2014. p. 259.]  [11:  Ibidem.] 

Así mismo, la verificación del cumplimiento de las obligaciones contractuales debe realizarse de manera oportuna y diligente, evitando retrasos que afecten la ejecución del contrato o generen incertidumbre para las partes. La parálisis o demora injustificada en los trámites constituye una vulneración de los deberes funcionales y puede configurar falta disciplinaria para los servidores responsables de la gestión contractual. La omisión en el ejercicio de funciones de control, así como la creación de obstáculos administrativos innecesarios, desconoce los principios de eficacia, moralidad y responsabilidad que rigen la función pública y habilita la intervención de los órganos de control disciplinario.
En el ámbito fiscal y contractual, las demoras institucionales pueden traducirse en sobrecostos, perjuicios y afectaciones al patrimonio público. Cuando estas dilaciones generan daños al contratista o a la entidad, los funcionarios involucrados pueden enfrentar responsabilidad fiscal y civil. Además, la entidad podría verse obligada a reconocer mayores permanencias, intereses moratorios o ajustes al equilibrio económico del contrato, evidenciando los riesgos de un esquema de control ineficiente. En todo caso, la valoración de estas conductas corresponde exclusivamente a las autoridades competentes, pues la Agencia carece de competencia para calificar el comportamiento de supervisores, interventores u otros actores del proceso contractual.

iii. Al margen de la explicación precedente debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la delimitación funcional que debe observarse sobre la supervisión y la interventoría, así como las validaciones internas debe ser realizado por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden interpretarse como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
	Dentro de este marco, la entidad contratante definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.   

IV. Referencias normativas:

	· Constitución Política, artículo 209.
· Ley 80 de 1993, artículos 4, 5, 12, 14, 26, 27, 32, 50, 51 y 52.
· Ley 1150 de 2007, artículos 2, 17 y 21.
· Ley 1474 de 2011, artículos 82, 83 y 84.
· Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, Guía para el ejercicio de las funciones de Supervisión e Interventoría de los contratos del Estado.



V. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Sobre la obligación de controlar y vigilar la ejecución de los contratos estatales, esta Subdirección se ha referido en los Conceptos radicado 4201913000004799 del 30 de agosto de 2019, 4201913000008240 del 20 de diciembre de 2019, C-064 del 28 de febrero de 2020, C-071 del 4 de marzo de 2020, C–077 del 18 de marzo de 2020, C–150 del 18 de marzo de 2020, C–134 del 30 de marzo de 2020, C–180 del 13 de abril de 2020, C-344 del 26 de mayo de 2020, C-414 del 30 de junio de 2021, C-506 de 3 de agosto de 2022, C-579 del 9 de septiembre de 2022, C-577 del 15 de septiembre de 2022, C-620 del 27 de septiembre de 2022, C-650 del 27 de septiembre de 2022, C-679 de 24 de octubre de 2022, C-818 del 28 de noviembre de 2022, C-830 de 28 de noviembre de 2022, C-800 de 29 de noviembre de 2022, C-930 de 30 de diciembre de 2022, C-932 de 30 de diciembre de 2022, C-975 de 8 de marzo de 2032, C-191 de 27 de abril de 2023, C-089 de 2024 de 17 de julio de 2024, C-255 de 14 de agosto de 2024,C-600 del 7 de octubre de 2024, C-800 del 13 de diciembre de 2025, C-972 de 22 de enero de 2025, C-987 del 21 de enero de 2025, C-091 del 13 de febrero de 2025, C-219 del 28 de marzo de 2025, C-265 del 7 de abril de 2025, C-1484 del 24 de noviembre de 2025, C-1553 del 3 de diciembre de 2025, C-039 del 30 de enero de 2026, C-945 del 22 de junio de 2026, entre otros. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de Relatoría de la Agencia, en el cual también podrás encontrar jurisprudencia del Consejo de Estado, laudos arbitrales y la normativa de la contratación concordada con la doctrina de la Subdirección de Gestión Contractual, accede a través del siguiente enlace:
https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos. 

La sostenibilidad no es una opción, es una obligación. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a realizar el Curso de Contratación Pública Sostenible y Socialmente Responsable, una herramienta clave para fortalecer las capacidades de todos los compradores públicos, proveedores, servidores públicos y para generar mayor valor público. Accede al curso y aprende como implementar criterios sociales y ambientales en las diferentes etapas del proceso de contratación:
https://formacionvirtual.colombiacompra.gov.co/mod/page/view.php?id=3718

De otro lado, te contamos que esta Agencia ha da un paso decisivo en la estandarización y modernización del sector  social con la expedición de las Resoluciones 539, 540, 541, 952 y 953 de 2025, mediante las cuales adoptó Documentos Tipo para las modalidades de selección de licitación pública (versión 2), selección abreviada de menor cuantía, mínima cuantía, consultoría e interventoría, promoviendo procesos más transparentes, eficientes, competitivos y sostenibles en sectores estratégicos como educación, salud, cultura, recreación, deporte, institucional y vivienda. Consulta y descarga los documentos aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/documentos-tipo

Si quieres conocer más sobre la aplicación de Documentos Tipo puedes consultar la última versión de la Guía para la comprensión e implementación de los Documentos Tipo de obra pública de infraestructura de transporte. En esta actualización se incorporaron orientaciones prácticas dirigidas a entidades públicas, proveedores, organismos de control y demás interesados, con el propósito de facilitar la adecuada implementación de estos instrumentos en los procesos contractuales. Además se incluyeron lineamientos que orientan la implementación de los criterios ambientales y sociales incluidos en los documentos tipo: Consulta la guía aquí:
https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-para-la-comprension-e-implementacion-de-los-documentos-tipo-de-obra-publica-de-infraestructura-de-transporte-bajo-las-diferentes-modalidades-de-contratacion-vigentes

Por último, aprovechamos la oportunidad de manifestar la entera disposición de la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– para atender las peticiones o solicitudes, así como para brindar el apoyo que se requiera en el marco de nuestras funciones a través de nuestros diferentes canales de atención: 

· Línea nacional gratuita o servicio a la ciudadanía (Mesa de servicio): 01800 0520808
· Línea en Bogotá (Mesa de servicio):+57 601 7456788
· Correo de radicación de correspondencia: ventanilladeradicacion@colombiacompra.gov.co
· Formulario web para PQRSD: https://www.colombiacompra.gov.co/pqrsd/informacion-importante-antes-de-formular-una-pqrsd

Evalúa el servicio que ofrece la Agencia por el canal de atención de PQRSD en el siguiente enlace :https://forms.office.com/r/pPHyWVs2SZ .¡Ayúdanos a mejorar porque el compromiso es de todos!

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1 del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente,
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